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I. INTRODUCCIÓN. 

El presente artículo pretende, en síntesis, efectuar un análisis constructivo para el 

perfeccionamiento y mayor eficacia de las políticas socio-laborales que inciden en la 

ordenación jurídica del trabajo prestado por personas en situación de exclusión social 

establecido por la Ley 44/2007, de 13 de diciembre, para la regulación del régimen de 

las empresas de inserción –en adelante, LREI1-; con la finalidad de fomentar la eficiencia 

jurídico-económica2 y socio-laboral de esta nueva normativa, máxime ante el actual 

contexto de “reformas” sociales y laborales para el empleo y para “la salida de la 

                                                 
1 BOE núm. 299, de 14 de diciembre de 2007. 
2vid.: Proyecto de Ley de Economía Social, en BOCG. Congreso de los Diputados Núm.  A-88-1 
de 08/09/2010. Téngase en consideración que, según una de las principales conclusiones del informe de 
FAEDEI (Federación de Asociaciones Empresariales de Empresas de Inserción), “el beneficio social por 
trabajador de inserción y año es de 24.417€, por lo que las empresas de inserción habrían generado un 
beneficio social de 31.375.881€ en el año 2009 en el conjunto del estado español. Además, el conjunto de 
las EI españolas han contribuido a la economía productiva del país con un valor añadido generado global 
de 42.840.812€”  
cfr.: http://www.responsabilidadimas.org/download/informeestadoempresasinsercion.pdf 
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crisis”, que representa la mayor preocupación3 de los poderes públicos y de los 

interlocutores sociales. A estos efectos, se comentan las principales particularidades que 

resultan de aplicación -en contraste con la legislación laboral común- a uno de los 

principales colectivos de personas en situación de especial vulnerabilidad4 actualmente5 

-y en el futuro próximo-, a causa de sus especiales dificultades para que puedan 

realmente acceder al mercado de trabajo -debido al «plus»6 de sus carencias sociales, 

económicas, educativas y de cualificación laboral-, como son los -Perceptores de Rentas 

Mínimas de Inserción, o cualquier otra prestación de igual o similar naturaleza, según la 

denominación adoptada en cada Comunidad Autónoma, así como los miembros de la 

unidad de convivencia beneficiarios de ellas, o personas que no puedan acceder a dichas 

prestaciones a causa de faltarles el período exigido de residencia o empadronamiento, o 

para la constitución de la Unidad Perceptora, o por haber agotado el período máximo de 

percepción legalmente establecido; -Jóvenes mayores de dieciocho años y menores de 

treinta, procedentes de Instituciones de Protección de Menores; -Personas con 

problemas de drogodependencia u otros trastornos adictivos que se encuentren en 

proceso de rehabilitación o reinserción social; -Internos de centros penitenciarios cuya 

situación penitenciaria les permita acceder a un empleo y cuya relación laboral no esté 

incluida en el ámbito de aplicación de la relación laboral especial regulada en el artículo 

1 del Real Decreto 782/2001, de 6 de julio, así como liberados condicionales y ex 

reclusos7; - Menores internos incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 

5/2000, de 12 de enero, Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, cuya 

situación les permita acceder a un empleo y cuya relación laboral no esté incluida en el 

ámbito de aplicación de la relación laboral especial a que se refiere el artículo 53.4 del 

Reglamento de la citada Ley, aprobado por el Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio, 

así como los que se encuentran en situación de libertad vigilada y los ex internos; -

Personas procedentes de centros de alojamiento alternativo autorizados por las 

Comunidades Autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla; -Personas procedentes de 

                                                 
3 Cfr. Memoria sobre la situación socioeconómica y laboral en España 2009. Consejo Económico y Social 
CES. Madrid, 2010, p.51. 
4 Vid. In Extenso: AA.VV.: La defensa jurídica de las personas vulnerables. Civitas. Madrid, 2008. 
5 Vid. El total de contrataciones de trabajadores en riesgo de exclusión social (Servicio Público de Empleo 
Estatal. Ministerio de Trabajo e Inmigración -a fecha de noviembre de 2010-) en: 
https://www.redtrabaja.es/es/portaltrabaja/resources/contenidos/estadisticas/datos_estadisticos/contr
atos/datos/2010/noviembre_2010/COLECTIVOS_CCAA_ACUM.pdf 
6GARCÍA ARCE, Mª.C.: La dimensión territorial de la política de empleo. Cuadernos de Aranzadi Social 
núm. 36/2009. Pamplona, 2009.  
7 V.gr. en Cataluña, La Ley 23/2009, de 23 de diciembre, del Centro de Iniciativas para la Reinserción,  
facilita la contratación de las personas excarceladas por medio de las empresas de inserción, «para 
completar, así, su itinerario de inserción» (vid.: art. 11.2.b Ley 23/2009). 
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servicios de prevención e inserción social autorizados por las Comunidades Autónomas y 

las ciudades de Ceuta y Melilla. 

Se pretende coadyuvar a las Administraciones Públicas y profesionales de los servicios 

sociales, así como a los empleadores de toda España, a la aplicación práctica eficiente 

de los aspectos más significativos de la LREI que por su trascendencia se han estimado 

de mayor interés jurídico en aras de hacer realidad en la vida diaria el loable objetivo 

de integración socio-laboral de las personas en situación de exclusión social. Y, a su vez, 

se ha considerado relevante proponer algunas ideas que hubieran sido dignas de 

consideración en la regulación, como propuestas de reforma. Asimismo, se fomenta la 

importante función que puede desarrollar la negociación colectiva aplicable a las 

relaciones laborales en las empresas de inserción para la mayor eficacia si cabe en el 

proceso de inserción idóneo de los trabajadores en proceso de integración en el empleo 

no protegido. Finalmente, se analiza las funcionalidades el Real Decreto 1369/2006 que 

regula la renta activa de inserción a los efectos de considerar su falta de mayor 

coordinación con la LREI para perfeccionar en mayor grado la inserción laboral y la 

protección social de los trabajadores en proceso de inserción socio-laboral. 

 

II. LA LEY 44/2007, DE 13 DE DICIEMBRE, PARA LA REGULACIÓN DEL RÉGIMEN DE LAS 

EMPRESAS DE INSERCIÓN: UNA NUEVA RELACIÓN LABORAL COMÚN CON 

PARTICULARIDADES EFICIENTES PARA LA INTEGRACIÓN EN EL EMPLEO ORDINARIO. 

 

Debe iniciarse el presente apartado comentando que si bien es cierto que «el legislador 

laboral ha optado siempre, con mayor o menos grado de intensidad, por otorgar 

regímenes específicos de regulación y ámbitos de tutela de ciertos trabajadores sin que 

esa desigualdad de trato haya sido pedida por el grupo afectado ni quede de ordinario 

justificada en razón de criterios verdaderamente objetivos que la aconsejen»8, siendo 

también factible constatar que existe una «tendencia hacia una «diversificación 

normativa» que produce la desaparición del antiguo «modelo único y común» de 

contrato de trabajo» y que «esta diversificación del Derecho del Trabajo supone la 

fragmentación de fórmulas de contratación laboral y la crisis de la consideración del 

trabajo por cuenta ajena y subordinado como un área homogénea y tendencialmente 

uniforme»9; no obstante, a pesar de tal realidad jurídico-laboral contemporánea, puede 

                                                 
8 MONEREO PÉREZ, J.L.: Algunas reflexiones sobre la caracterización técnico jurídica del Derecho del 
trabajo. Civitas. Madrid, 1996, p.66. 
9 Ibidem, pp. 102-103.  
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valorarse que la LREI establece un régimen jurídico particularizado en la ordenación de 

las relaciones laborales de los trabajadores en situación de exclusión social que prestan 

sus servicios por cuenta ajena en las empresas de inserción que sí resultaría estar social 

y laboralmente justificado y que no representaría óbice alguno para que el Derecho 

común del trabajo mantenga «su unidad y su capacidad integradora como regulador de 

las relaciones de trabajo» por cuenta ajena10.  La justificación de la nueva 

fragmentación del trabajo por cuenta ajena en la legislación operada por la LREI se 

debería sostener argumentando que concurrían determinadas realidades sociales y 

laborales que tenían la suficiente entidad para proceder en este sentido de emplear la 

«técnica de diversificación normativa»11, como son las necesidades de integrar al grupo 

de personas excluidas de la sociedad y del sistema de trabajo y protección social, siendo 

necesaria12 una regulación como la que conforma la LREI que garantizase plenamente los 

derechos de los trabajadores en inserción como colectivo especialmente vulnerable por 

su situación13, siendo la empresa de inserción la figura jurídica que mejor encaja para 

acoger a estos colectivos especialmente desfavorecidos14. Resultando estar acreditada 

esta necesidad en la Ley 43/2006 para la mejora del crecimiento y del empleo que 

encomendaba al Gobierno, previo acuerdo con las correspondientes organizaciones 

sindicales y asociaciones empresariales e incluyendo a las del sector afectado, a 

presentar un conjunto de medidas orientadas a impulsar la inserción en el mercado de 

trabajo de distintos colectivos desfavorecidos15; incluyéndose medidas encaminadas a 

impulsar la contratación de trabajadores en situación de exclusión social mediante el 

desarrollo de la regulación del régimen de las empresas de inserción16.  

La regulación particularizada de esta forma de trabajo se encuadra en la realización de 

una específica política activa de empleo encomendada a los poderes públicos para el 

cumplimiento del mandato constitucional consagrado en el art. 40 de la Constitución 

                                                 
10 ALONSO OLEA, M.: «Introducción al Derecho del Trabajo». Civitas. 6ª ed. Madrid, 2002, p. 487. 
11 CRUZ VILLALÓN, J.: Compendio de Derecho del Trabajo. Tecnos. Madrid, 2008, p.21. 
12 CARDONA RUBERT, Mª.B. y SARAGOSSÀ, J.V.: «La inserción laboral y sus procesos. Empresas de 
inserción»; en SARAGOSSÀ, J.V. (Coord.): Derecho del empleo. Tirant lo Blanch, 2ª ed. Valencia, 2004, p. 
589.  
13 ROJO TORRECILLA, E.: «La regulación jurídica de las empresas de inserción»; en ÁLVAREZ VEGA, Mª. I. 
(Coord.): Aspectos jurídico y económico de las empresas de economía social. Consejería de Trabajo y 
Promoción de Empleo Principado de Asturias. Universidad de Oviedo, 2002, p. 267.  
14 ROJO TORRECILLA, E.: «Las políticas de empleo. Especial atención a las políticas de inserción para los 
colectivos más desfavorecidos». Relaciones Laborales, Tomo I, 1998, p. 451. 
15 CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL: «Memoria sobre la situación socioeconómica y laboral de España en 
2006». CES. Colección Memorias, núm. 14. Madrid, 2007, p. 328. 
16 Disposición final quinta de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre de 2006, para la Mejora del crecimiento y 
del empleo. 
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Española (CE)17 en aras de promover «condiciones favorables para el progreso social» y 

como «política orientada al pleno empleo» de este colectivo de trabajadores (art. 40.1 

CE), como forma de contratación «para encuadrar sectores específicos de fuerza de 

trabajo con dificultad de inserción en el mercado»18; así como para fomentar «una 

política que garantice la formación y readaptación profesionales» de estos trabajadores 

promocionando las empresas de inserción como centros de trabajo «adecuados» (art. 

40.2 CE). Además, como instrumento de la política «activa»19 de empleo, las empresas 

de inserción constituyen un instrumento adecuado para crear puestos de trabajo en 

aquellos segmentos de la población activa que encuentran mayores dificultades de 

acceso al mercado de trabajo, especialmente de los grupos con riesgo de exclusión 

previstos en la LREI pudiendo afirmarse que ésta sirve a la normalización social y laboral 

de estas personas20 y corrige su «aislamiento» en las políticas públicas de inserción 

como, en cierta forma, se realizaba en la anterior normativa de fomento del empleo21.  

Y, todo ello se adecua a los objetivos que la Unión Europea estima necesario cumplir22 

siendo incardinable en el art. 2.3. del Tratado de Lisboa23, además de ser acorde con 

uno de los objetivos de la Estrategia Europea de Empleo24. 

En este orden de consideraciones, la LREI debe ser calificada de «necesaria y oportuna» 

para promover la realidad de un tipo de empresas, que «representan una vertiente 

importante de los instrumentos y las políticas de inclusión, asentadas sobre relaciones 

de naturaleza jurídico-laboral entre dichas empresas y los trabajadores que siguen el 

itinerario de inserción»25. 

La justificación de esta aseveración radicaría en la finalidad de la propia LREI de 

permitir que las empresas de inserción cumplan ex art. 16.1 LREI la «función social de 

facilitar la inserción de las personas en situación de exclusión en el mercado de trabajo 

                                                 
17 CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL: «Dictamen sobre el anteproyecto de Ley para la regulación del régimen 
de las empresas de inserción». Madrid, 20 de junio de 2007, p. 6. 
18 BAYLOS GRAU, A.: Derecho del Trabajo: modelo para armar. Trotta. Madrid, 1991, p.71. 
19 VIDA SORIA, J.; MONEREO PÉREZ, J.L.; MOLINA NAVARRETE, C.: Manual de Derecho del Trabajo. 
Comares, 5ª ed. Granada, 2007, p. 337. 
20 GARCÍA GIL, Mª.B.: Los instrumentos jurídicos de la política de empleo. Thomson-Aranzadi. Navarra, 
2006, pp. 210-211. 
21 BAYLOS GRAU, A.: «Igualdad, uniformidad y diferencia en el Derecho del Trabajo». Revista de Derecho 
Social, núm. 1, 1998, pp. 25-26.  
22 Vid. In extenso, MIRANDA BOTO, J.M.: Las competencias de la Comunidad Europea en materia social. 
Aranzadi, Navarra, 2009. 
23 Por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea y el Tratado constitutivo de la Comunidad 
Europea. Diario Oficial de la Unión Europea C 306, de 17 de diciembre de 2007. 
24 Cfr. Apartado I del Preámbulo de la LREI. Asimismo, vid. MOLINA NAVARRETE, C.; VALLECILLO GÁMEZ, 
Mª.R.: «Regulación de las empresas de inserción: marco normativo y análisis económico (comentario de la 
Ley 44/2007, de 14 de diciembre)». Revista de Trabajo y Seguridad Social, CEF, núm. 298, 2008, p.118. 
25 CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL: «Dictamen sobre el anteproyecto …» cit., p.: 5. 
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ordinario»; siendo el desarrollo de un itinerario de inserción socio-laboral 

individualizado el «aspecto clave»26 que como función de las empresas de inserción27 

legitima el conjunto de peculiaridades del régimen jurídico-laboral aplicable a los 

trabajadores en situación de exclusión social que prestan sus servicios en las empresas 

de inserción y que a su vez justificaría esta nueva fragmentación del trabajo por cuenta 

ajena en la legislación y respetaría la configuración de un «Derecho común del trabajo» 

que incorporaría así la regulación de las diversas formas y situaciones de prestación 

laboral con independencia del negocio jurídico que las articula permitiendo el ejercicio 

de la función de cohesión social en el nuevo ámbito económico siendo loable esta nueva 

ampliación subjetiva de su campo de aplicación como resultado que permite ejercer la 

función social del ordenamiento jurídico-laboral28, y que no implica una manifestación 

del fenómeno de la «huida del Derecho del Trabajo»29. 

Remarcable es que no se haya constituido una relación laboral de carácter especial, de 

acuerdo con lo previsto en el art. 2.1.i) del Estatuto de los Trabajadores (TRLET), lo cual 

refuerza aún más la consideración abogada, porque de haberse creado una nueva 

relación laboral especial sí se hubiera incidido injustificadamente en la fragmentación 

comentada30, máxime teniendo en consideración que no concurren tantas especialidades 

que por su intensidad requieran un régimen especializado como implica una relación 

laboral de tal carácter. La técnica reguladora a estos efectos debe estimarse correcta31. 

Técnicamente, la regulación de la prestación laboral de los trabajadores en situación de 

exclusión social en las empresas de inserción se configura como relación laboral 

«común», pero sin perjuicio de regular determinados aspectos singulares derivados de la 

finalidad de las empresas de inserción de insertar a estos trabajadores en el empleo 

                                                 
26 MOLINA NAVARRETE, C.; VALLECILLO GÁMEZ, Mª.R.: «Regulación de las empresas …» op. cit., p. 160. 
27 CÁMARA BOTÍA, A.: «Las empresas de inserción: aspectos laborales». Revista Española de Derecho del 
Trabajo, núm. 135, 2007, p. 608. LUJÁN ALCARAZ, J.: «Empresas de inserción». Aranzadi Social, núm. 20, 
2007. MARTÍN PUEBLA, E.: «Empresas de inserción y política de empleo». Aranzadi Social, núm. 22, 2007. 
VIQUEIRA PÉREZ, C. «Las especialidades de las relaciones de trabajo en inserción». Revista General de 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, núm. 17, 2008. PÉREZ YÁÑEZ, R.: «La inserción social a 
través del trabajo. A propósito de la Ley 44/2007, de 13 diciembre, para la regulación del régimen de las 
empresas de inserción», Relaciones Laborales, núm. 11, 2008. Vid. In extenso, AGUILERA IZQUIERDO, R.: 
Régimen jurídico de las empresas de inserción. Civitas. Madrid, 2009. 
28 Cfr. PALOMEQUE LÓPEZ, M.C.; ÁLVAREZ DE LA ROSA, M.: Derecho del Trabajo. Editorial Universitaria 
Ramon Areces, 15ª ed. Madrid, 2007, pp. 77-80. 
29 Vid.: RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO, M.C.: «La huida del Derecho del Trabajo». Relaciones Laborales, Tomo 
I, 1992, pp. 85-94. BAYLOS GRAU, A.: «La “huida” del Derecho del Trabajo: tendencias y límites de la 
deslaboralización»; en ALARCÓN CARACUEL, M.R.; MIRÓN HERNÁNDEZ, Mª.M. (Coords.): El trabajo ante el 
cambio de siglo: un tratamiento multidisciplinar. Marcial Pons. Barcelona, 2000, pp. 35-54. 
30 Cfr. MONEREO PÉREZ, J.L.: «Algunas reflexiones sobre la caracterización …» op. cit., pp.97-100. 
31 VALLECILLO GÁMEZ, M.R. MOLINA NAVARRETE, C.: Empresas de inserción y mercados de trabajo 
inclusivos. Nuevo marco regulador y modelos de gestión. Granada. Comares, 2008, p. 221. 
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ordinario32, siendo, por ende, una prestación de servicios subsumible en el ámbito de 

aplicación del TRLET en virtud de lo establecido en el art. 1.1 del TRLET en conexión 

con lo establecido en el art. 11 LREI; es decir, empleando la explicación de la LREI, la 

relación laboral entre la empresa de inserción y el trabajador en situación de exclusión 

social se enmarca «dentro del marco común que se establece en el Estatuto de los 

Trabajadores, contemplándose en el texto determinadas particularidades inherentes a 

las relaciones y condiciones de trabajo existentes en estas empresas»33.  

 

II.1.El itinerario de inserción personalizado como justificación del régimen jurídico-

laboral del trabajo prestado por personas en situación de exclusión social en 

empresas de inserción 

Partiendo de la base de que el régimen jurídico aplicable a la relación laboral 

establecida entre la empresa de inserción y el trabajador en situación de exclusión 

social ex art. 11 LREI es el TRLET «y el resto de la legislación laboral»; a continuación se 

procederá a analizar las particularidades que, en todo caso, deben respetarse en 

materia de cumplimiento del itinerario de inserción socio-laboral; forma y duración del 

contrato de trabajo; permisos retribuidos; y en el ámbito de la suspensión y extinción 

del contrato de trabajo. No obstante, debe tenerse en cuenta que en el apartado 

tercero de la disposición transitoria primera de la LREI se determina que los contratos de 

trabajo celebrados antes de la entrada en vigor de la LREI continuarán rigiéndose por la 

normativa legal o convencional a cuyo amparo se celebraron. 

 

II.2.Obligaciones laborales específicas de la empresa de inserción y del trabajador 

A causa de la funcionalidad del itinerario de inserción, resulta que éste se configura 

como objeto de la prestación del trabajo de la persona en situación de exclusión social 

siendo, simultáneamente, el fin y objeto social de la empresa de inserción en virtud de 

lo establecido en los arts. 1.1.b), 1.2 y 4 LREI, a los efectos de «la integración y 

formación sociolaboral de personas en situación de exclusión social como tránsito al 

empleo ordinario».  Por consiguiente, para alcanzar tal finalidad, la LREI regula en su 

art. 3 el «itinerario de inserción sociolaboral y de servicios de intervención y de 

acompañamiento por medio de empresas de inserción» consagrando el precepto de 

referencia la genuina obligación de la empresa de inserción de aplicar los itinerarios de 

                                                 
32 LÓPEZ GANDÍA, J.: «Nuevas y viejas relaciones laborales especiales y la introducción reciente de 
especialidades en la relación común»; en cd-rom XIX Jornadas Catalanas de Derecho Social, p. 44. 
33 Preámbulo III de la LREI. 
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inserción sociolaboral y estableciendo imperativamente el correlativo deber del 

trabajador de aceptarlo. 

Por lo que respecta al contenido de las medidas de intervención y acompañamiento, en 

el art. 3.2 LREI se determina que «consistirán en el conjunto de servicios, prestaciones, 

acciones de orientación, tutoría y procesos personalizados y asistidos de trabajo 

remunerado, formación en el puesto de trabajo, habituación laboral y social 

encaminados a satisfacer o resolver problemáticas específicas derivadas de la situación 

de exclusión que dificultan a las personas un normal desarrollo de su itinerario en la 

empresa de inserción». A la vista de la constatación de la crucial relevancia que ostenta 

el itinerario de inserción, se tutela ex lege consagrando constantemente la obligación de 

la empresa de inserción de prestar adecuadamente las medidas citadas que ejecuten 

suficientemente el itinerario, para lo que se exige lógicamente que la empresa disponga 

de los medios necesarios para cumplir con los compromisos derivados de los itinerarios 

de inserción (arts. 4 y 5.g LREI). Aunque hubiera sido deseable que, en vez de establecer 

que las empresas deberán «tener» y «contar» con los medios necesarios para cumplir 

con los compromisos que implican los itinerarios de inserción, se hubiera utilizado la 

dicción «emplearán» para asegurar mayormente si cabe la eficiencia de los servicios 

personalizados para la inserción sociolaboral en la facilitación de la posterior 

incorporación al mercado de trabajo ordinario del trabajador en proceso de inserción. Si 

bien, la nueva redacción del art. 19 bis. 1. e) de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en 

el Orden Social (TRLISOS) prevé el incumplimiento de dicha obligación de «no poner en 

práctica» las medidas concretas previstas en dicho proceso, pudiendo cometer la 

empresa, en caso de no cumplir dicha obligación, una infracción grave34. Sería deseable 

que realmente en la práctica las medidas de intervención  y acompañamiento perfiladas 

en el art. 3.2. y 4 LREI sean  «procesos personalizados» para paliar las carencias 

específicas personales de cada trabajador procedente de las situaciones contempladas 

en el art. 2 LREI que dificulten su acceso a un empleo en el mercado ordinario de 

trabajo, para alcanzar así su «suficiente grado de empleabilidad»35. En todo caso, 

resulta una garantía que a estos efectos se tipifique como infracción muy grave de las 

empresas de inserción «desarrollar las actividades sin cumplir el fin primordial de 

dichas empresas de inserción de integración sociolaboral de las personas en situación de 

exclusión social» ex art. 19.bis.2.a) TRLISOS. 

                                                 
34 Vid. Disposición final primera de la LREI por la que se modifica el TRLISOS. 
35 CHARRO BAENA, P.: «Política en materia de exclusión social. Las empresas de inserción»; en SEMPERE 
NAVARO, A.V. et. al.: Políticas sociolaborales. Tecnos, 3ª ed. Madrid, 2005, p.191.  
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II.3.Funciones de los servicios sociales y de empleo públicos 

La intervención de los servicios sociales y de empleo públicos competentes para el 

seguimiento del itinerario personalizado de inserción es loable para asegurar la causa y 

objeto de la contratación y el fin predeterminado por la LREI y para evitar posibles 

disfunciones prácticas consistentes en que ciertas empresas de inserción alegales 

recluten a aquellos trabajadores para únicamente poder ofrecer bienes y servicios al 

mercado más competitivos descuidando la función primordial ex LREI de integrarlos en el 

mercado de trabajo ordinario. Para evitar disfuncionalidades como la descrita y otras 

análogas será necesario que en la práctica se dé cumplimiento a las previsiones de la 

LREI para que no suceda v.gr. lo que ocurre en la relación laboral de carácter especial 

de los discapacitados que trabajan en Centros Especiales de Empleo al amparo del Real 

Decreto 1368/1985 ya que todavía a fecha de elaboración de esta comunicación no se ha 

regulado la constitución y  funcionamiento de los «Equipos Multiprofesionales»36, lo cual 

ha implicado en multitud de supuestos que se no haya cumplido la finalidad legal del 

art. 46 la Ley 13/1982 de integración social de los discapacitados (LISMI), ya que no se 

han sometido a los discapacitados empleados en dichos centros a las «revisiones 

periódicas» necesarias «a fin de impulsar su promoción», en un caso de gran analogía 

con las empresas de inserción; puesto que, ex art. 42 LISMI, dichos centros especiales 

deben ser «un medio de integración del mayor número de discapacitados al régimen de 

trabajo normal».  

El cumplimiento de los mandatos dirigidos a dichos servicios públicos en la LREI deviene 

esencial por configurarse «un modelo gestor orientado en todo momento por los 

servicios públicos, reforzando su papel de control del itinerario de inserción socio-

laboral»37. Esto resulta patente teniendo en cuenta que el art. 3.1 LREI atribuye a los 

«Servicios Sociales Públicos competentes» y «Servicios Públicos de Empleo» la función 

de establecer los criterios de ejecución de los itinerarios de inserción sociolaboral y 

definir las medidas de intervención y acompañamiento necesarias, «de acuerdo con las 

propias empresas de inserción». Además, de acuerdo con la disposición adicional quinta 

de la LREI, resulta que los informes solicitados a los servicios sociales públicos 

competentes en virtud de lo previsto en el capítulo IV de la LREI referente a las 

«relaciones laborales de los trabajadores en situación de exclusión social en las 

empresas de inserción» deberán emitirse en un plazo máximo de diez días hábiles a 
                                                 
36 Disposición transitoria del Real Decreto 1368/1985. 
37 MOLINA NAVARRETE, C.; VALLECILLO GÁMEZ, Mª.R.: «Regulación …», op. cit.,  p.161. 
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contar desde la recepción de la solicitud. Transcurrido dicho plazo, la empresa de 

inserción podrá adoptar la decisión que en cada caso corresponda, respetando lo 

establecido en la legislación laboral. 

Por lo que respecta a las restantes funciones prácticas específicas de estos servicios 

sociales que nacen de estas competencias neurálgicas atribuidas por la LREI, se 

comentan en los epígrafes siguientes para así ver en cada ámbito material su 

trascendencia. 

 

II.4.Contratación laboral 

Primeramente, por lo que respecta al ámbito subjetivo de aplicación de las 

particularidades del régimen jurídico-laboral, consideramos que debería haberse 

previsto la posibilidad de que, atendiendo a la cambiante y poliforme realidad de la 

exclusión socio-laboral –puesto que existen «múltiples causas de la exclusión social»38-, 

también pudieran ser sujetos contratados al amparo del art. 2.1. de la LREI otras 

personas no incluidas inicialmente en los colectivos regulados, otorgando a los servicios 

sociales públicos la potestad de determinar la procedencia de la contratación de 

determinadas personas que objetivamente se hallen en análoga situación que los 

colectivos tipificados pese a que no estén incluidas en alguno de los colectivos 

previstos39 puesto que cabe calificar de «muy restrictivo» el listado «inicialmente 

cerrado»40. A pesar de ello, estaría destinada a corregir esta restricción subjetiva el 

apartado 2 de la disposición final segunda LREI en la que se dispone que el Gobierno, por 

medio de Real Decreto podrá modificar los colectivos que pueden ser contratados ex art. 

2.1. LREI. 

En otro orden de consideraciones, cabe manifestar que resulta una correcta opción de la 

política del Derecho el que se impregne el espíritu de la LREI de la idea-fuerza de que es 

preciso atender personalmente a cada una de estas colectividades de personas puesto 

que cada una de ellas requerirá una serie de acciones y medidas que se ajusten a sus 

«especiales dificultades». Asimismo, conviene comentar que dado que será de aplicación 

la legislación laboral, deberá prestarse particular atención a la significación del art. 25.1 

de la Ley 31/1995 que regula la prevención de riesgos laborales puesto que la empresa 

                                                 
38 Apartado I del Preámbulo de la LREI. 
39En similar sentido, vid.: enmienda núm. 14 presentada por el Grupo Parlamentario Vasco;  enmienda 
núm. 72 propuesta por el Grupo Parlamentario Catalán; y, enmienda núm. 103 del Grupo Parlamentario de 
ERC al proyecto de LREI. Boletín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, Serie A, núm. 
144-8, de 23 de octubre de 2007, p.: 31, p.: 49 y p.: 59. 
40 MOLINA NAVARRETE, C.; VALLECILLO GÁMEZ, Mª.R.: «Regulación …» op. cit.,  p. 135. 
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de inserción estará obligada a garantizar «de manera específica» la protección de los 

trabajadores, que «por sus propias características personales» sean «especialmente 

sensibles» a los riesgos originados por la ejecución de la prestación laboral. 

Esta necesaria individualización de las medidas de intervención y acompañamiento se 

refuerza por la infracción en que puede incurrir la empresa en caso de incumplir las 

medidas concretas del proceso personal de inserción en virtud de lo establecido por el 

vigente art. 19.bis. 1. e) TRLISOS. 

En segundo lugar, debe comentarse que, en aplicación de la previsión contenida en el 

art. 12.1 LREI, la duración del contrato de trabajo deberá respetar la «duración 

temporal que necesariamente tenga el itinerario de inserción sociolaboral». La 

justificación de la necesaria duración determinada del contrato de trabajo es 

«coherente con el carácter, por definición temporal, de los itinerarios de inserción»41 

puesto que la empresa de inserción deber ser un «instrumento de transición»42 al 

empleo ordinario; cuestión ésta no diseñada adecuadamente a criterios técnico-jurídicos 

en el inicial proyecto LREI43. 

Haciendo referencia a la forma del contrato de trabajo, el art. 12.2 LREI establece la 

obligatoriedad de formalizar siempre el contrato de trabajo en el modelo establecido 

por el servicio público de empleo estatal y el deber empresarial de comunicación a la 

oficina pública de empleo de la celebración del contrato de trabajo, prórrogas y 

variaciones, que deberán formalizarse siempre por escrito. Además, una copia de estos 

documentos deben remitirse a los servicios sociales públicos competentes para el 

seguimiento del itinerario personalizado de inserción.  Y, resulta significativo que se 

exija que en el contrato de trabajo se inserte en anexo las obligaciones de las partes 

para desarrollar el itinerario personal de inserción y las medidas concretas a poner en 

práctica; lo cual cabe valorar positivamente si así se refuerza la puesta en 

funcionamiento de las medidas concretas del proceso personal de inserción, siendo 

deseable que no se elabore una especie de anexo tipo general que se reitere por la 

empresa de inserción en el contrato que se formalice con todos los trabajadores, sino 

que realmente se destine a ser un documento que permita tutelar las medidas a 

ejecutar para paliar las especiales dificultades de cada trabajador contratado. 

                                                 
41 CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL: «Dictamen sobre el anteproyecto …», op. cit. p. 8.  
42 MOLINA NAVARRETE, C.; VALLECILLO GÁMEZ, Mª.R.: «Regulación …» op. cit.,  pp. 128-129.  
43 Vid.: enmienda núm. 58 del Grupo Parlamentario de IU-ICV. Boletín Oficial de las Cortes Generales, 
Congreso de los Diputados, Serie A, núm. 144-8, de 23 de octubre de 2007, p.: 44. Y, enmienda núm. 28 
del Grupo Parlamentario Popular; enmienda núm. 41 del Grupo Parlamentario de Entesa Catalana de 
Progrés. Boletín Oficial de las Cortes Generales, Senado, Serie II, núm. 134 (b), de 16 de noviembre de 
2007, p. 21 y p. 25. 
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En caso de celebrar un contrato a tiempo parcial, la  jornada diaria o semanal deberá 

ser superior a la mitad de la jornada de trabajo de un trabajador a tiempo completo 

comparable (art. 13.1 LREI); particularidad ésta que debe merecer favorable acogida 

para la necesaria habituación laboral que necesita todo trabajador en proceso de 

inserción a los efectos de que no llegue a ser una jornada tan reducida como podría 

pactarse al amparo del art. 12 TRLET. 

Con una lógica similar a la particularidad comentada, en el supuesto de modificar la 

jornada inicialmente pactada la empresa de inserción debe comunicar la modificación 

pretendida a los servicios sociales públicos competentes (art. 13.1 LREI). 

En cualquier caso, al término de un contrato ligado a un proceso de inserción, si el 

trabajador continuase en la empresa, no podrá concertarse un nuevo período de prueba 

y se computará el tiempo de servicios prestados a efectos de antigüedad (art. 13.3 

LREI). Puede estimarse que esta previsión está ideada para aquellos casos de 

trabajadores que tras cumplir debidamente su itinerario de inserción son contratados 

por la empresa de inserción para ser personal de la plantilla de estructura. 

Mención aparte merece comentar que, de acuerdo con el art. 12.1 in fine LREI en 

conexión con el art. 15 LREI, se ampara que «con independencia de la causa de 

contratación» se pueda celebrar el contrato temporal de fomento del empleo regulado 

en la disposición adicional primera de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la 

mejora del crecimiento y del empleo; aunque tal modalidad contractual está sometida a 

la observación de unas determinadas peculiaridades. En todo caso, el objeto de la 

contratación efectuada al amparo de esta legislación es, a tenor de lo establecido en el 

art. 15.2 LREI, la «prestación voluntaria de servicios retribuidos por cuenta ajena en 

una empresa de inserción como parte esencial de un itinerario de inserción 

personalizado». Se establecen unas ciertas cautelas legales para prevenir supuestos de 

desvirtuación de la causa de la contratación44, y por ello no pueden ser contratados los 

trabajadores que en los dos años inmediatamente anteriores hubieran prestado 

servicios, en la misma o distinta empresa, mediante un contrato de trabajo, incluido el 

contrato temporal de fomento del empleo regulado en el art. 15 LREI; salvo que exista 

un fracaso en un proceso previo de inserción o en caso de recaída en situaciones de 

exclusión, siempre que el servicio social público atendiendo a las circunstancias 

personales del trabajador considere que sí puede ser contratado (art. 15.3 LREI). En 

relación con la duración de dicha modalidad contractual, el art. 15.4 LREI determina que 
                                                 
44 Cfr. Setencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (Sala Social) de 7 de octubre de 2008 (JUR 
2008/388277) y de 28 de octubre de 2008 (AS 2008/2793). 
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puede pactarse un período mínimo de doce meses y máximo de tres años. Pero, puede 

celebrarse por una duración menor si, dentro del itinerario de inserción previamente 

pactado, así se aconseja por los servicios sociales públicos competentes para el 

seguimiento del proceso de inserción, sin que en ningún caso dicha duración pueda ser 

inferior a seis meses. Si se concierta por una duración inferior a la máxima prevista 

podrá prorrogarse hasta alcanzar la referida duración máxima, siendo la duración 

mínima de cada prórroga al menos igual a la duración inicial del contrato, debiendo 

informar los servicios sociales públicos sobre la adecuación de dicha prórroga. A la 

terminación del contrato el trabajador tendrá derecho a recibir una compensación 

económica equivalente a doce días de salario por año de servicio (art. 15.5 LREI). Y, por 

imperativo del art. 15.6 LREI, no resulta de aplicación lo regulado en los apartados 1, 2, 

5 y 6 de la disposición adicional primera de la citada Ley 43/2006.Actualmente, la Ley 

35/2010, de 17 septiembre, de Medidas urgentes para la reforma del mercado de 

trabajo, en aras del cumplimiento de la finalidad del «itinerario de inserción 

personalizado», no modifica la contratación temporal destinada a las personas 

contratables ex LREI. 

 

II.5.El permiso del trabajador a ausentarse del trabajo para cumplir con su itinerario 

de inserción 

En materia de permisos, hay que poner de relieve que se consagra uno singular para 

asistir a tratamientos de rehabilitación regulado en el art. 13.2 LREI que permitirá al 

trabajador participar en sesiones de formación y readaptación profesional o realizar 

cualquier otra medida de acompañamiento prevista en su itinerario personalizado de 

inserción con las pautas que en el mismo se establezcan; que debe ser positivamente 

valorado por la finalidad de integración social y laboral que está legalmente destinado a 

cumplir y que debía establecerse ante la no existencia de análogo permiso en el TRLET. 

Incluso podemos explicitar que dicho permiso bien podría servir de modelo para inspirar, 

en su caso, la hipotética futura reforma de la relación laboral de los discapacitados que 

prestan sus servicios en Centros Especiales de Empleo45 ya que es imprescindible que 

cada trabajador, por padecer unas determinadas dificultades requerirá de esa 

                                                 
45 De acuerdo con lo establecido en el art. 13.b) Real Decreto 1368/1985, el trabajador discapacitado 
únicamente tiene derecho a ausentarse del trabajo «para asistir a tratamientos de rehabilitación médico-
funcionales y para participar en acciones de orientación, formación y readaptación profesional, con 
derecho a remuneración siempre que tales ausencias no excedan de diez días en un semestre». Resulta 
criticable que en el ámbito de esta relación laboral especial se prevea un permiso que no se adapta a las 
dificultades personales de cada trabajador por lo que se refiere a su duración en claro contraste con el 
permiso objeto de comentario regulado en la LREI. 
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personalización en unos permisos que precisamente tienen la función de inserción. 

Repárese que no se ha tasado en el precepto de referencia el número de días a los que 

se tendrá derecho, por lo que será necesario elaborar debidamente el itinerario de 

inserción para no generar problemas prácticos, máxime teniendo en cuenta que es un 

permiso retribuido. Otra particularidad digna de ser resaltada es que si existen ausencias 

o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación física o psicológica a raíz de 

la situación de exclusión social del trabajador se considerarán justificadas cuando los 

servicios sociales públicos lo determinen, debiendo comunicarlo el trabajador a la 

empresa. Previsión ésta que, sin duda, tutela el proceso de integración de los 

trabajadores con la debida supervisión y que también podría tenerse en consideración a 

los efectos de regularla en la relación laboral especial de los discapacitados en centros 

especiales de empleo, en los términos comentados. 

 

II.6.Suspensión del contrato de trabajo 

El art. 14.3 LREI prevé que en el supuesto de que, durante la vigencia de la relación 

laboral, la empresa tuviera conocimiento de que el trabajador incurre en la causa de 

despido disciplinario referente a la embriaguez habitual o toxicomanía contemplada en 

el art. 54.2.f) TRLET deberá poner tal situación fáctica en conocimiento de los servicios 

sociales públicos para que éstos propongan al trabajador afectado el inicio de un 

proceso de deshabituación y, en este caso, podrá operar una singular causa de 

suspensión del contrato de trabajo si a juicio de los servicios sociales fuese necesario 

para el éxito de dicho proceso. Pero, si el trabajador no iniciara dicho proceso, o lo 

abandonase sin causa justificada operaría en este momento temporal la consideración 

de incurrir en incumplimiento de las obligaciones asumidas en el itinerario de inserción, 

siendo entonces de aplicación la previsión del art. 54.2.f) TRLET. 

 

II.7.Extinción de la relación laboral 

En materia de extinción del contrato de trabajo46, la principal particularidad en relación 

con lo regulado en el TRLET es que no resulta de aplicación la causa de extinción 

objetiva por faltas de asistencia al trabajo regulada en el art. 52.d) TRLET por mor del 

art. 14.2 LREI. Asimismo, las faltas de asistencia de los trabajadores en situación de 

                                                 
46 A efectos prácticos, debe tenerse en cuenta que en la práctica judicial «la adquisición de las 
competencias precisas para acceder al mercado laboral normalizado» determina la concurrencia de la 
«causa de extinción de contratos de trabajo temporales prevista en elart. 49.1.c) del Estatuto de los 
Trabajadores: la realización de la obra o servicio objeto del contrato»; cfr. STSJ (Social) de Aragón de 2 
de diciembre de 2009 (JUR 2010\187483). 
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exclusión social no se computarán para el cálculo del índice de absentismo del total de 

la plantilla del centro de trabajo, ni tampoco dichos trabajadores computarán para el 

cálculo de la plantilla del centro de trabajo. Sin reprochar el avance que representa tal 

regulación, no obstante, podría argumentarse que también se debería haber previsto 

alguna particularidad lógica para que en caso de ineptitud del trabajador en proceso de 

inserción motivada por sus especiales dificultades y situación de exclusión social 

existiese un tratamiento singularizado para este colectivo de trabajadores y no la 

aplicación sin peculiaridades del despido por causas objetivas del art. 52.a) TRLET. 

A los efectos de despido disciplinario prescrito en el art. 54.2 f) TRLET por embriaguez 

habitual o toxicomanía no les resulta de aplicación a los trabajadores en situación de 

exclusión social que pertenezcan al colectivo determinado en el art. 2.1.d) de la LREI 

(art. 14.3 LREI), siempre y cuando se cumpla lo comentado en el epígrafe precedente. 

En todo los casos, el empresario está obligado ex art. 14.4 LREI ante cualquier causa de 

extinción del contrato de trabajo a comunicar esta vicisitud a los servicios sociales 

públicos competentes para que éstos emitan un informe con carácter previo a la 

extinción del contrato. 

Y, se regula la obligación del empresario de entregar un certificado en el que conste la 

duración de los servicios prestados, puestos de trabajo desempeñados, principales tareas 

de cada uno de ellos así como la adaptación a los mismos (art. 13.4 LREI). Previsión ésta 

que no debería considerarse baladí ya que puede ser un documento de utilidad para el 

trabajador para poder acreditar su empleabilidad, máxime teniendo en consideración 

que por las carencias formativas y profesionales de estos colectivos puede darse el caso 

que este certificado sea el único documento que posea la persona para intentar 

demostrar su capacidad laboral. 

 

III. LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA EN EMPRESAS DE INSERCIÓN. 

La negociación colectiva desarrollada en el marco de las empresas de inserción puede 

asumir una significativa función al poder actuar no únicamente como mecanismo de 

regulación de las condiciones de trabajo sino también como instrumento alentador de la 

incorporación de los trabajadores en proceso de integración socio-laboral al mercado 

ordinario de trabajo, potenciando las vías que faciliten dicha incorporación. A estos 

efectos, la negociación colectiva constituye un cauce idóneo para  la adopción de 

iniciativas innovadoras como v.gr. el «servicio de apoyo a la integración laboral en 
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empresa ordinaria para colectivos en riesgo de exclusión social»47; evitando que la 

regulación de sus condiciones de trabajo se limite, única y exclusivamente, a lo ya 

señalado en la LREI. 

No existiría impedimento jurídico-legal alguno sobre la conveniencia de un marco 

convencional adecuado a las empresas de inserción48 ni para que se conformase un 

ámbito de negociación colectiva para empresas de inserción49, puesto que el art. 83.1 

TRLET faculta a que las partes acuerden el ámbito de aplicación de los convenios 

colectivos. Pero, sí debería considerarse reprochable que existan convenios colectivos 

de franja con la finalidad de regular exclusivamente las condiciones de trabajo del 

personal que no está en situación de exclusión social50, puesto que esta regulación 

convencional sí puede ser una «fragmentación»51 injustificada más bien motivada para 

atender los intereses de clase de los trabajadores no afectados por la exclusión social 

que por una atención adaptada a las especiales dificultades de los trabajadores en 

proceso de inserción. 

En lo referente al contenido de estos convenios colectivos, en virtud de lo previsto en el 

art. 85.1 TRLET, siempre que se respete la legalidad vigente, se podrán regular aquellas 

materias que potencien aún más el proceso de inserción de los trabajadores en situación 

de exclusión social, siendo a estos efectos la negociación colectiva un instrumento 

valioso para adaptar las condiciones de empleo a las necesidades específicas de las 

relaciones laborales en empresas de inserción, pudiendo dar respuesta así a una de las 

demandas del sector afectado en función de las necesidades de los trabajadores en 

inserción que varían por ámbitos territoriales y sectoriales52.  

En otro ámbito de consideraciones, cabe poner de manifiesto que constituye un reto 

socio-laboral que tiene pendiente de cumplir la negociación colectiva53 de las empresas 

ordinarias el promover la efectiva integración socio-laboral de los trabajadores que 

provengan de las empresas de inserción v.gr. mediante la promoción de la contratación 

                                                 
47 Vid. art. 2.2. del I Convenio colectivo marco estatal de “acción e intervención social” para los años 
2007-2008 (BOE de 19 de junio de 2007). 
48 ROJO TORRECILLA, E.: «Prólogo» a VALLECILLO GÁMEZ, M.R. MOLINA NAVARRETE, C.: Empresas de 
inserción y mercados de trabajo inclusivos. Nuevo marco regulador y modelos de gestión. Granada. 
Comares, 2008, p.XXXII. 
49 A nivel de empresa, vid. v.gr. convenio colectivo de la empresa de inserción “Manipulados y Servicios 
Picarral (MAPISER)” para los años 2006-2011 (Boletín Oficial de Aragón, núm 57, de 22 de mayo de 2006). 
50 V.gr. Convenio colectivo de franja de la empresa de inserción “Limaco” para los años 2006-2009 (Boletín 
Oficial de la Provincia de Ourense, núm. 28, de 15 de febrero de 2006). 
51 OJEDA AVILÉS, A.: «Derecho Sindical». Tecnos, 8ª ed. Madrid, 2003, p. 753. 
52 Cfr. v.gr. art. 2.1.b) de los Estatutos de la “Asociación Empresarial de Empresas de Inserción del País 
Vasco” en el que se califica a la negociación colectiva laboral como uno de los fines esenciales de la 
asociación.  
53 Cfr. MONEREO PÉREZ, J.L.: «Algunas reflexiones sobre la caracterización …» op. cit., p. 103. 
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de este colectivo de trabajadores, y debiendo ser uno de los colectivos prioritarios, en 

particular, los de menor nivel de cualificación, para mejorar su empleabilidad54. Siendo 

factible la posibilidad de establecerse en estos convenios colectivos medidas de acción 

positiva para este colectivo de personas para garantizar en la práctica la plena igualdad 

de oportunidades55; porque  el convenio colectivo es instrumento apto para la adopción 

de medidas de acción positiva56 de integración socio-laboral de las personas 

provenientes de empresas de inserción que hayan cumplido con su itinerario de inserción 

socio-laboral. 

Una potencial cuestión problemática que podría plantearse en el futuro sería la 

determinación del convenio colectivo aplicable a las relaciones laborales en las 

empresas de inserción, máxime cuando el modelo oficial publicitado por el Servicio 

Público de Empleo Estatal prevé la necesaria cláusula sobre la especificación del 

convenio colectivo que será de aplicación57. Por consiguiente, puede generarse un 

problema jurídico-laboral de enorme importancia práctica, cual es la identificación del 

convenio colectivo aplicable, particularmente, sobre la posible aplicación del convenio 

colectivo sectorial ordinario que corresponde a la actividad desarrollada por la empresa 

de inserción58. Podemos conjeturar que, actualmente, sería aplicable el convenio 

colectivo sectorial correspondiente a la actividad desarrollada por las mismas. En este 

sentido, existen autores que afirman que «comportará la aplicación de un convenio 

colectivo general»59, máxime atendiendo a que las empresas de inserción pueden 

considerarse unidades no apropiadas -por ser microempresas generalmente-, por lo que 

resultarían de aplicación convenios colectivos sectoriales que les corresponda por su 

actividad principal. Pero ello será problemático ya que, a veces, las empresas de 

inserción pueden ser empresas multiservicios60; aunque, a pesar de esto, debe valorarse 

positivamente a los efectos de la normalización laboral de los trabajadores en empresas 

                                                 
54 Vid. Resolución de 11 de febrero de 2010, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y 
publica el Acuerdo para el empleo y la negociación colectiva 2010, 2011 y 2012 (BOE de 22 de febrero de 
2010). 
55 Cfr. OLARTE ENCABO, S.: Políticas de empleo y colectivos con especiales dificultades. La 
«subjetivación» de las políticas activas de empleo. Aranzadi, Navarra, 2008, p. 60. 
56 ALBIOL MONTESINOS, I.: «La potenciación legislativa de las medidas de acción positiva en la negociación 
colectiva»; en ALBIOL MONTESINOS, I. (Coord.): Convenios colectivos y acuerdos de empresa. CISS. 
Valencia, 2007, pp. 58-59.  
57 www.inem.es/inem/ciudadano/empleo/contratos/impresos/Mod._PE-218_.pdf 
58 THIBAULT ARANDA, J.: Convenio colectivo aplicable en la empresa por razón de su actividad. Tirant lo 
blanch. Valencia, 2008. 
59 ESTEBAN LEGARRETA, R.: «La ley estatal de empresas de inserción. Comentario a algunas de sus 
aportaciones más significativas». www.mes-d.net/grupcies/boletin/ArticuloII_Edic_63.pdf , p.6. 
60Cfr. RIVERO LAMAS, J. (Dir.): La negociación colectiva en el sector de empresas multiservicios. MTAS. 
Madrid, 2006, p.149. 
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de inserción61. Normativamente, v.gr. la Ley 1/2007, de 5 de febrero, por la que se 

regulan las empresas de inserción para fomentar la inclusión social en la Comunitat 

Valenciana, determina que para que el contrato de trabajo sea subvencionable a la 

empresa de inserción ex art. 13.a): «estos contratos reconocerán, como mínimo, las 

condiciones de trabajo y retributivas incluidas en el convenio colectivo del sector de la 

actividad que desarrolle el trabajador».  

En todo caso, el procedimiento previsto en la Disposición Adicional Séptima del TRLET 

sobre «regulación de condiciones de trabajo por rama de actividad para los sectores 

económicos de la producción y demarcaciones territoriales en que no exista convenio 

colectivo», podría realizarse por el Gobierno –a pesar de su excepcionalidad y 

subsidiariedad62-, a propuesta del Ministerio de Trabajo e Inmigración, previas las 

consultas que considere oportunas a las asociaciones empresariales y organizaciones 

sindicales, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 92 TRLET –adhesión y extensión-, 

que será siempre prioritario. Si bien es cierto que aunque la falta de una organización 

profesional suficiente de los agentes sociales en el subsector de empresas de inserción, 

así como las dificultades que conlleva la extensión de otros convenios sectoriales, 

podrían llevar a pensar en la posible aplicación de esta solución legislativa, la 

experiencia decantada hasta el presente es reveladora de unas importantes reservas por 

parte del Estado y de los agentes sociales para su puesta en práctica, por los riesgos que 

conlleva para una consolidación y autogobierno del sistema de relaciones laborales63. 

Ahora bien, la existencia de esta regulación colectiva de carácter básico, mínimo y 

general —dentro del ámbito geográfico por el que se opte—, es una condición primera y 

principal para garantizar a las empresas y a los trabajadores de las empresas de 

inserción los derechos derivados de la negociación colectiva laboral, que puede hacer 

posible una situación de concurrencia equilibrada entre las empresas y una protección 

adecuada de los trabajadores que conjure los riesgos de su marginación socio-laboral64 y 

para lograr así mejor la «plena integración laboral y el acceso al empleo normal»65 del 

colectivo de trabajadores en empresas de inserción con el objetivo de lograr su 

transición al empleo ordinario. 

 

                                                 
61 VALLECILLO GÁMEZ, M.R. MOLINA NAVARRETE, C.: Empresas de inserción y mercados de trabajo 
inclusivos. Nuevo marco regulador y modelos de gestión. Granada. Comares, 2008, p. 258. 
62 MERCADER UGUINA, J.R.: Lecciones de Derecho del Trabajo. Tirant lo blanch. Valencia, 2008, p.732. 
63 Vid. RIVERO LAMAS, J. (Dir.): La negociación …, op. cit., p.154. 
64 Ibidem, p.157. 
65 RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S.: «Trabajo y exclusión social en el nuevo sistema de contratación del sector 
público», Revista CEF Trabajo y Seguridad Social, núms. 305-306, 2008, p.15. 
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IV. LA RENTA ACTIVA DE INSERCIÓN 

Finalmente, cabe reflexionar que teniendo en consideración que existe una corrección 

de errores de la LREI66 para establecer una nueva redacción del párrafo tercero de la 

disposición adicional tercera a los efectos de especificar que «corresponderá al Consejo 

General del Sistema Nacional de Empleo, establecido en la Ley 56/2003, de 16 de 

diciembre, de Empleo, la coordinación y evaluación del cumplimiento de esta norma en 

el ámbito de sus competencias y funciones»; y, considerando que «el colectivo principal 

al que se dirige esta norma es el de los perceptores de rentas mínimas de inserción»67; 

por consiguiente, el Real Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre, que regula el 

programa de renta activa de inserción para desempleados con especiales necesidades 

económicas y dificultad para encontrar empleo, debería coordinarse para una mayor 

eficiencia político-jurídica de la protección social con la LREI, además de su 

coordinación con las existentes y diversas normativas de rentas de inserción social 

autonómicas68. A estos efectos, la LREI debería haber regulado una mayor interrelación 

con las heterogéneas rentas activas de inserción69 así como una mayor coordinación con 

las prestaciones de las Comunidades Autónomas de rentas mínimas de inserción70 con el 

objetivo de regular un idóneo sistema de empleo en empresas de inserción de 

beneficiarios de la renta activa de inserción como una de las potenciales medidas de 

inserción social y laboral, puesto que éstas son el «elemento central» del contenido 

prestacional de la Renta Activa de Inserción71, para una mayor efectividad  y 

«coordinación» de la «política de inserción sociolaboral» en aras de un eficiente 

desarrollo del itinerario personalizado de inserción laboral72 en desarrollo práctico, 

especialmente, del art. 7 del Real Decreto citado -regulador de las «acciones de 

inserción laboral»-. Ahora bien, se debe evitar el fraude cuando realmente se acredita la 

“falta de interés en conseguir un trabajo”73. 

 

 

                                                 
66 BOE núm. 43, de 19 de febrero de 2008. 
67 Informe Nacional de Estrategias para la Protección Social y la Inclusión Social del Reino de España 2008-
2010. http://www.segsocial.es/stpri00/groups/public/documents/binario/110961.pdf , p.71. 
68 Vid. In extenso, CARDONA RUBERT, M.B.: Empleo y exclusión social. Rentas mínimas y otros mecanismos 
de inserción sociolaboral. Bomarzo, Albacete, 2009. 
69 RODRÍGUEZ-PIÑERO, M. «La normalización de la Renta Activa de Inserción», Relaciones Laborales, núm. 
3, 2007, pp. 1-12.   
70 ESTEBAN LEGARRETA, R.: La renta activa de inserción. Tirant lo blanch. Valencia, 2006, p.127. 
71 ROMERO BURILLO, A.Mª. MORENO GENÉ, J.: El nuevo régimen jurídico de la renta activa de inserción (A 
propósito del Real Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre). Aranzadi, Navarra, 2007, p. 153. 
72 VALLECILLO GÁMEZ, M.R. MOLINA NAVARRETE, C.: Empresas de inserción…,op.cit.,   p. 72. 
73 Cfr. STSJ (Contencioso-Administrativo) de Aragón de 2 de abril de 2009 (JUR 2009\403184).  
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V. REFLEXIONES CONCLUSIVAS ANTE LAS REFORMAS “ANTICRISIS” LABORAL Y DE LAS 

PENSIONES. 

Prioritariamente, debe manifestarse la necesidad jurídico-social de perfeccionar 

normativamente, en el marco actual de la reforma de las pensiones, el ámbito subjetivo 

de la protección social pública de las personas especialmente vulnerables. En este 

sentido, debería mejorarse la regulación iniciada al amparo de la legislación y 

normativas más trascendentales, como v.gr., Real Decreto-Ley 6/2010, de 9 de abril, de 

Medidas para el impulso de la recuperación económica y el empleo, el cual ya reguló 

«medidas con el fin de moderar el impacto negativo de la crisis económica sobre los 

ciudadanos más vulnerables (y, en particular, aquellos con cargas familiares»). También, 

la reciente Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 

4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, 

contempla específicamente  “las necesidades especiales de personas vulnerables”); así 

como la Ley 12/2009, de 30 de octubre, de derecho de asilo y la protección subsidiaria 

al referirse a las «otras personas vulnerables»; o, la Estrategia Nacional sobre Drogas 

2009-2016 que lógicamente atiende a las «personas en situaciones de mayor 

vulnerabilidad»). Además, la Ley 39/2006 también pretende atender las necesidades de 

aquellas personas que se encuentran en situación de especial vulnerabilidad». Más 

específicamente, tanto el Real Decreto 1917/2008, del programa de inserción 

sociolaboral para mujeres víctimas de violencia de género; como la Ley Orgánica 

3/2007, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres intentan atender a las 

necesidades sociolaborales que generan «las singulares dificultades en que se 

encuentran las mujeres que presentan especial vulnerabilidad, como son las que 

pertenecen a minorías, las mujeres migrantes y las mujeres con discapacidad»). No 

obstante, en la actualidad presente, deben configurarse medidas innovadoras eficientes 

de protección social para las personas especialmente vulnerables aún no protegidas 

suficientemente por la acción protectora del sistema de Seguridad Social en España, 

atendiendo a sus singulares problemas y necesidades sociales y laborales, como se 

acredita en v.gr. Ley 27/2009, de 30 de diciembre, de medidas urgentes para el 

mantenimiento y el fomento del empleo y la protección de las personas desempleadas. 

Asimismo, cabe destacar que también debe desarrollarse la protección social pública de 

la Asistencia Social y Servicios Sociales de las Comunidades Autónomas y entidades 

locales para valorar la trascendencia práctica de los retos pendientes de la coordinación 
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y cooperación interadministrativa74 para atender eficientemente a las situaciones de 

necesidades socio-laborales de las personas en situaciones de especial vulnerabilidad en 

la actualidad y en el futuro, y sin olvidar tampoco a las personas con «capacidad 

intelectual límite»75; siendo todo ello propuestas de perfeccionamiento del art. 6 de la 

Ley General de la Seguridad Social (y normativas concordantes). Al amparo del 

promocionado Proyecto de Ley de Economía “Sostenible”, debe valorarse lo referente a 

su art. 3.8. que consagra que «las Administraciones Públicas conciliarán el avance 

paralelo y armonizado del progreso económico con la mejora de las prestaciones sociales 

y la sostenibilidad de su financiación». En todo caso, cabe desear idóneas reformas 

legales ex revisión actual del Pacto de Toledo en lo referente a los “límites de la acción 

protectora” y “colectivos vulnerables” y “sostenibilidad del sistema de protección 

social”, “la elaboración de una nueva Ley General de Seguridad Social”, “supuestos más 

evidentes de inadecuación entre los objetivos de la acción protectora y la realidad 

deben revisarse, tanto para acometer reformas que atiendan nuevas necesidades 

sociales como para evitar que se cronifiquen situaciones desproporcionadas”, “siendo 

conveniente seguir introduciendo mejoras en las situaciones más vulnerables”76. En 

concreto, la problemática socio-jurídica de estas personas  debe resolverse 

reconfigurando adecuadamente la acción protectora de la Seguridad Social en España, 

así como de la Asistencia Social y Servicios Sociales Públicos, a efectos de modernizar y 

adaptar el Derecho de la Protección Social a las situaciones de crisis económica77, según 

las indicaciones de la Comisión de la Unión Europea ex Estrategia «UE 2020», con la 

finalidad de mejorar la protección social pública «adecuada»  para las personas 

afectadas por situaciones de pobreza, exclusión social, desempleadas, afectadas por la 

segmentación del mercado laboral y afectadas por la situación de crisis. En este sentido, 

cabe valorar que los Servicios Públicos de Empleo deben asegurar realmente -en la vida 

práctica real- el diseño de itinerarios activos de inserción social y recolocación laboral 

que combinen las diferentes medidas y políticas, debidamente ordenadas y ajustadas al 

perfil profesional y a las necesidades específicas de estos colectivos de personas 

                                                 
74 FERNÁNDEZ MONTALVO, R.: Relaciones interadministrativas de colaboración y cooperación. Marcial 
Pons. Madrid, 2000. TAJADURA TEJADA, J.: Principio de cooperación en el Estado Autonómico. Comares, 
3ª ed. Granada, 2010. 
75 Cfr. La «Disposición Adicional vigésima cuarta. Medidas dirigidas a favorecer las oportunidades de 
empleo de las personas con discapacidad» de la actual Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas 
urgentes para la reforma del mercado de trabajo. 
76 Documento de Revisión del Pacto de Toledo. Ministerio de Trabajo e Inmigración. Enero de 2010: 
http://www.seg-social.es/prdi00/groups/public/documents/binario/128563.pdf 
77 Vid. In Extenso: MONEREO PÉREZ, J.L.: El Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social ante la crisis 
económica. Ed. Comares. Granada, 2010. 
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desempleadas especialmente vulnerables a causa de sus problemas de empleabilidad; 

analizando además la virtualidad de la necesidad de coordinación con los Servicios 

Sociales para dar así una mejor protección social integral. Deben aplicarse ya medidas 

inteligentes para «mejorar la empleabilidad de los trabajadores, especialmente de los 

que tienen mayores dificultades de mantenimiento en el empleo o de inserción laboral» 

ex art. 2.d) del Real Decreto 395/2007 del subsistema de formación profesional para el 

empleo; máxime teniendo presente que son «colectivos prioritarios» pudiendo 

fomentarse su acceso a la formación como «trabajadores con mayor dificultad de 

inserción o de mantenimiento en el mercado de trabajo» para que puedan participar en 

las acciones formativas. Y, «las Administraciones competentes» pueden facilitar la 

realización práctica de la disposición adicional novena del Real Decreto 395/2007 

estableciendo medidas de adaptación que sean necesarias para facilitar e incentivar la 

participación de las personas en las acciones de formación profesional para el empleo; 

puesto que son uno de los «colectivos prioritarios» que deberían recibir programas 

específicos para fomentar su empleo como «personas con especiales dificultades de 

integración en el mercado de trabajo» en aplicación del art. 26 de la Ley 56/2003 de 

Empleo, por sus «especiales circunstancias». También, debería fomentarse 

adecuadamente la responsabilidad social empresarial (RSE/RSC)78 como un nuevo 

instrumento innovador para contribuir a la eficacia real de las políticas activas del 

Derecho del empleo de las personas especialmente vulnerables, siendo otro de los 

nuevos retos jurídico-sociales de las políticas activas de empleo en relación con la 

promoción de la RSE fomentada por la Unión Europea en la estrategia “Europa 2020”, y 

teniendo en cuenta el Proyecto de Ley de Economía Sostenible, máxime ahora que ya ha 

entrado en vigor el Tratado de Lisboa79 y, precisamente, su art. 5 bis consagra que «en 

la definición y ejecución de sus políticas y acciones», la Unión tendrá en cuenta las 

exigencias relacionadas con la promoción de un nivel de empleo elevado, con la garantía 

de una protección social adecuada y con la lucha contra la exclusión social. 

Fundamentalmente, los agentes sociales, empleadores y poderes públicos competentes 

deben implementar ya las políticas públicas de desarrollo de la RSE como nueva medida 

de políticas activas de empleo y como una nueva realidad del Derecho del Empleo, para 

                                                 
78 Vid. la Comisión de Seguimiento del Acuerdo para el empleo y la negociación colectiva 2010, 2011 y 
2012 que tiene también la función de acordar criterios y orientaciones para acometer la negociación 
colectiva durante la vigencia del Acuerdo en estas materias. 
79 Instrumento de Ratificación del Tratado por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea y el 
Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, hecho en Lisboa el 13 de diciembre de 2007 (BOE de 27 de 
noviembre de 2009). 
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priorizar «la modernización y consolidación de nuestras políticas de empleo», y para la 

configuración de empresas socialmente responsables como desarrollo práctico de las 

políticas de RSE para conseguir en la vida real un mercado laboral inclusivo, ante la 

especial vulnerabilidad de los grupos de población con mayores dificultades en situación 

o con riesgos de exclusión social. 

Por consiguiente, debe seguir promocionándose a las empresas de inserción en España 

con el objetivo de continuar fomentando su funcionalidad altamente positiva de ser un 

instrumento más a la inserción activa80 de los sectores excluidos de la sociedad81, 

articulándose tal inserción a través de una prestación laboral en la empresa de inserción 

que permita la transición de la persona en situación de exclusión social al empleo82 

ordinario. A estos efectos, debe fomentarse las funcionalidades positivas de la 

preferencia en la adjudicación de contratos del Sector Público83 para las proposiciones 

presentadas por aquellas empresas dedicadas específicamente a la promoción e 

inserción laboral de personas en situación de exclusión social. 

 

                                                 
80 Cfr. Memoria sobre la situación socioeconómica y laboral … cit., p.465. 
81 Cfr. Plan Nacional de Acción para la Inclusión Social del Reino de España 2008-2010. 
82 Cfr. RODRÍGUEZ-PIÑERO y BRAVO-FERRER, M.: «Empleo y exclusión social»; Relaciones Laborales, núm. 
1, 2002, pp. 121-132. 
83 Disposición Adicional Sexta de la Ley 30/2007. Vid. In Extenso, RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S.: «El fomento 
del empleo de los colectivos más desfavorecidos en la legislación de contratos del sector público»; Revista 
electrónica de la Facultad de Derecho de la Universidad de Granada, 2008. 


